
	
[image: image1.png]COSTA RICA
1980





	PODER JUDICIAL
Escuela Judicial Lic. Edgar Cervantes Villalta
Telf. (506) 2267-1540  y  2267-1541  
San Joaquín de Flores de Heredia, Costa Rica 
	
[image: image2.png]





ACTA n.° 007-2022
CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Joaquín de Flores Heredia, a las nueve horas, del 18 de mayo del año dos mil veintidós, se inicia la presente sesión extraordinaria, por Microsoft Teams, con la participación del Mag. Dra. Sandra Eugenia Zúñiga Morales, presidenta quien preside; la Licda. Rebeca Guardia Morales, directora a.i. de la Escuela Judicial; la Dra. Mayra Campos Zúñiga, en representación del Ministerio Público; la Licda. Lisbeth Vargas Salazar, en representación de la Defensa Pública; el M.Sc. Randall Zuñiga López, subdirector general de O.l.J.; el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez del Tribunal de Trabajo; la Licda. Cheryl Bolaños Madrigal, en representación de la Dirección de Gestión Humana y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial.   Ausente: la Dra. Shirley Víquez Vargas, jueza de Tribunal Familia.   Invitados: el M. Sc. Hubert Fernández Argüello, integrante suplente presidencia del Consejo Directivo y el M. Sc. Luis Humberto Villalobos Oviedo, del Ministerio Público.
AGENDA

Oficio n.° 4162-2022, del 29 de abril de 2022, del Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaría General de la Corte, en donde se transcribe el acuerdo tomado la Corte Plena, en sesión N° 19-2022, celebrada el 25 de abril de 2022, ARTÍCULO VIII, que dice:
“Se acordó: Tener por conocida la comunicación de la Dirección Jurídica, referente a la propuesta del proyecto de Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial, y previamente a resolver lo que corresponda, trasladarla a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que, en el plazo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de la comunicación de este acuerdo, remitan las observaciones que a bien tengan. Se declara acuerdo firme.”
-Se adjunta criterio de la Dirección Jurídica, a continuación:
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Continuación, del análisis sobre lo anterior, para las observaciones pertinentes.
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ARTICULO ÚNICO
Oficio n.° 4162-2022, del 29 de abril de 2022, del Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaría General de la Corte, que dice:
Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, que literalmente dice:

“ARTÍCULO VIII 
Documento N° 1593-2011 / 4291-2022
El Consejo Superior en sesión N° 67-19 celebrada el 30 de julio de 2019, artículo XXIX, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 323-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el Rediseño de Procesos en la Escuela Judicial. 2.) Acoger las recomendaciones expuestas y aprobar el presente informe de Rediseño de Procesos y la herramienta del apartado 1-8 de hallazgos como producto del Diagnóstico de la Situación actual y sus posibles propuestas de solución, incluyendo la nueva estructura administrativa, con la finalidad que la Escuela Judicial y el Consejo Directivo inicien con la implementación de las mejoras descritas en el documento. 3.) Deberá la Dirección Jurídica elaborar un proyecto de Reglamento de Capacitación Institucional que se solicitó en su oportunidad, en el cual contemple todo lo relacionado con la materia, por ejemplo: capacitación como actividad cotidiana, capacitación internacional, becas, procesos administrativos y faltas dentro de los procesos de capacitación, las residencias médicas, atención de los convenios de cooperación por formación, así como la evaluación y la certificación, actividades formativas, talleres, seminarios y de esta forma no exista confusión con el Reglamento de becas. 4.) El Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la Dirección de la Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, la Dirección de Tecnología de la Información y las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y Defensa Pública, deberán implementar a la brevedad posible las recomendaciones expuestas. 4.) Hacer este acuerdo de la Corte Plena, para lo correspondiente. Se declara este acuerdo firme.”
En sesión N° 31-2021 celebrada el 03 de agosto de 2021, artículo XIV, tuvo por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en sesión extraordinaria N° 013-2021 del 6 de julio de 2021, artículo VII y previamente a resolver lo correspondiente sobre los productos correspondientes a la “Fase 1: Estudio normativo y Fase 2: Análisis de insumos y antecedentes relativos a la capacitación judicial y Fase 7: Redacción de una propuesta de reforma de ley consecuente con las nuevas estructuras y competencias propuestas”, correspondiente a la “Proyecto de Fortalecimiento de la capacitación mediante la modernización de normativa de la Escuela Judicial” se remitieron a estudio e informe de la Dirección Jurídica en el plazo de 15 días hábiles a partir del recibo de dicho acuerdo.

La Secretaría General de la Corte remitió un atento recordatorio a la Dirección Jurídica mediante oficio N° 8949-2021 del 15 de octubre del 2021, en el cual se les solicitó la remisión de la información correspondiente o se indicaran los motivos por los que no se contestó oportunamente y se definiera un plazo prudencial para su remisión.

En sesión N° 39-2021 celebrada el 20 de setiembre de 2021, artículo VIII, se acogió parcialmente la solicitud de la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina, y por las razones expuestas, se concedió una prórroga por el plazo solicitado de tres meses más, a fin de que remitiera lo requerido por esta Corte, referente a la nueva versión del “Proyecto de Reglamento de formación profesional para las personas que trabajan en el Poder Judicial”.

Por su parte, el Consejo Superior en sesión N° 95-2021 celebrada el 4 de noviembre del 2021, artículo XXVI, acogió la gestión presentada por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera y la licenciada Cheryl Bolaños, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa interina de Gestión de la Capacitación, en oficio N° PJ-DGH-CAP-550-2021 de 20 de octubre de 2021 y en consecuencia, se aprobó el Procedimiento para Regular el Recibo de Donaciones de Actividades Formativas Proveniente de Entes Privados, conforme la homologación de criterios adherida y expuesta y conforme a la normativa vigente según consta en los archivos anexos.

Además, se solicitó a la Dirección Jurídica la integración o respaldo del respectivo procedimiento en la normativa vigente para que esta gestión pueda ser utilizada por cualquier instancia de capacitación del Poder Judicial según las necesidades institucionales.

Así mismo, en sesión N° 52-2021 celebrada el 06 de diciembre de 2021, artículo IX, se tuvo por conocido el oficio Nº DJ-AJ-2784-2021 de la Dirección Jurídica y conforme se solicita, conceder la prórroga requerida por un plazo de cuatro meses más, con el fin de que remitieran lo solicitado por esta Corte en sesión Nº 31-2021 celebrada el 3 de agosto de 2021, artículo XIV.

Finalmente, el Consejo Superior en sesión N° 17-2022 celebrada el 1 de marzo de 2022, artículo XIX, acogió la solicitud de la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, en oficio N° DJ-AJ-268-2022 del 18 de febrero de 2022, en consecuencia, prorrogó el plazo hasta el 10 de abril de 2022, para la remisión del informe relacionado del Proyecto de Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial.

El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la licenciada Silvia Calvo Solano, coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico, en oficio N° DJ-AJ-C-149-2022 del 18 de marzo del 2022, indicaron literalmente:

[…]
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Se acordó: Tener por conocida la comunicación de la Dirección Jurídica, referente a la propuesta del proyecto de Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial, y previamente a resolver lo que corresponda, trasladarla a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que, en el plazo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de la comunicación de este acuerdo, remitan las observaciones que a bien tengan. Se declara acuerdo firme.”

- 0 –
San José, 18 de marzo del 2022.
DJ-AJ-C-149-2022
Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia
S.D
Estimada señora:
El Consejo Superior en la sesión 21-2015, realizada el 10 de marzo del 2015, artículo LXXIX, conoció los informes de Auditoría Judicial No.209-41-SAEE-2015 y No.344-47-SAEE-2015. Al respecto, acordó tomar nota de los principales hallazgos y de la necesidad de adecuar la normativa institucional existente. Por su parte, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión ordinaria virtual por Microsoft Teams No.022-2020 realizada el 17 de noviembre del 2020, artículo III, reafirmó la necesidad de separar la reglamentación de becas de la de capacitación, tal como lo acordó el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión ordinaria No.001-2020 del 21 de enero del 2020, artículo V. 
En la sesión ordinaria del Consejo Directivo de la Escuela Judicial No.022-2020 supra citada, dicho órgano acordó que sería la Dirección de Gestión Humana quien asumiría la redacción del Reglamento de Becas con el apoyo técnico jurídico de la Dirección Jurídica; mientras que, la elaboración del Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial corresponde elaborarlo a esta Dirección Jurídica (véase oficio No.005-CD/EJ-21 del 21 de febrero del 2021). 
En atención a la solicitud hecha por la Corte Suprema de Justicia mediante el oficio No.6915-2021 del 4 de agosto del 2021, que transcribe la sesión No.31-2021 del 3 de agosto del 2021, artículo XIV, y en virtud de lo acordado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión ordinaria virtual por Microsoft Teams No.022-2020 supra citada, esta Dirección Jurídica consideró la información que envió la Escuela Judicial el 19 de julio del 2021 relativa al “Proyecto de Fortalecimiento de la capacitación mediante la modernización de normativa de la Escuela Judicial”1 e incorporó del mismo, los elementos vinculados con el tema del reglamento que aquí se presenta. 
Es importante destacar que, en el presente proyecto también se incorpora lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión N° 60-2021 celebrada el 20 de julio del 2021, artículo LXVIII, que aprobó el nuevo contrato de adiestramiento que suscriben las personas beneficiarias del posgrado en Medicina Legal impartido por la Universidad de Costa Rica, dicho contrato establece que la persona residente será nombrada en calidad de supernumeraria, de manera que, podrá disponerse de su servicio en el lugar requerido por el Poder Judicial, incluso para efectos de sustituciones. 
La Dirección Jurídica (DJ-AJ-C-544-2021 del 27 de septiembre del 2021), remitió al Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana la primera versión de la propuesta reglamentaria supra indicada. Por su parte, este Subproceso remitió sus observaciones sobre esa propuesta el día 15 de octubre del 2021, mismas que fueron valoradas por esta Dirección Jurídica y se incorporaron en el nuevo texto (segunda versión) las que se consideraron procedentes.
Aunado a lo anterior, mediante DJ-AJ-C-626-2021 del 29 de octubre del 2021, esta Dirección Jurídica envió a la Escuela Judicial, a la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, a la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, al Proceso de Gestión del Conocimiento de la Defensa Pública y al Subproceso de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, el documento de la propuesta reglamentaria con las observaciones del Subproceso indicado supra. De las oficinas anteriores, únicamente, el Proceso de Gestión del Conocimiento de la Defensa Pública hizo llegar sus observaciones, de manera que, estas fueron incorporadas al texto adjunto en este oficio. Con ello, se dio cumplimiento a lo estipulado en el artículo 5 de la Ley del Estatuto Judicial y el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, que señalan que debe brindarse una audiencia a las entidades en relación con los proyectos de disposiciones generales que puedan afectarlas.
Posteriormente, mediante el oficio No.10046-2021 del 09 de noviembre de 2021, se trasladó a la Dirección Jurídica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 95-2021 celebrada el 04 de noviembre del 2021 artículo XXVI, que indica, en cuanto a lo que interesa, lo siguiente: 
“a.) Aprobar el Procedimiento para Regular el Recibo de Donaciones de Actividades Formativas Proveniente de Entes Privados, conforme la homologación de criterios adherida y expuesta y conforme a la normativa vigente según consta en los archivos anexos. b.) Solicitar a la Dirección Jurídica la integración o respaldo del respectivo procedimiento en la normativa vigente para que esta gestión pueda ser utilizada por cualquier instancia de capacitación del Poder Judicial según las necesidades institucionales.” 
Después de analizar y valorar cuál es la normativa institucional que resulta más afín, se determinó que, es en el proyecto de Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial, donde puede realizarse la incorporación que fue solicitada por el Consejo Superior, teniendo presente que, un procedimiento y un reglamente no son lo mismo, ya que, por tener distintas naturalezas, la incorporación ha de realizarse, únicamente, en relación con las líneas generales relacionadas con esta modalidad, es decir, de la posibilidad de brindar actividades formativas provenientes de donación de entes privados, siempre y cuando, se cumpla con el procedimiento que se ha establecido para ese efecto en el mencionado Procedimiento.
El contenido del articulado del presente proyecto de reglamento se organizó en siete capítulos de la siguiente manera: 1) Disposiciones generales, 2) Órganos competentes, 3) Las Capacitaciones, 4) Los beneficios de las capacitaciones, 5) Contratos de capacitación, 6) Especialización en Medicina Legal y Residencias Médicas en el Poder Judicial, y, 7) Disposiciones finales.
Asimismo, en este proyecto de reglamento se aplicó lo dispuesto en la Política de Lenguaje Inclusivo del Poder Judicial, de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en la sesión No.15-12 del 21 de febrero del 2012, artículo LIII. 
De acuerdo con lo expuesto anteriormente, se remite la propuesta del proyecto de Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial, para su respectivo conocimiento.
Con toda consideración,
	Licda. Silvia E. Calvo Solano
Coordinadora a. i. Área de Análisis Jurídico.
	M. Sc. Rodrigo A. Campos Hidalgo 
Director Jurídico a. i.



Elaborado por:
Licda. Laura Quesada Soto y
Licda. Linda Sánchez López
Técnica Supernumeraria.
Ref. No.1453-2021 y Ref. No. 1480-2021
	Advertencias:
Se les recuerda a los requirentes que los criterios de la Dirección Jurídica no son vinculantes.
El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.   
El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la Secretaria General de la Corte mediante el oficio N° 7823-2019 del 1 de agosto de 2019 y el oficio 10046-2021 del 9 de noviembre del 2021.   Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.  
Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.
No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.
El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.


REGLAMENTO GENERAL DE CAPACITACIONES EN EL PODER JUDICIAL
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Poder Judicial se ha caracterizado por el constante interés en capacitar a todo su personal, para garantizar la prestación de un servicio público de calidad. En este sentido, las actividades de capacitación que se llevan a cabo en este Poder de la República se han desarrollado de conformidad con las necesidades propias de los diferentes ámbitos que conforman la Institución. 
El 24 de enero de 1991, la Corte Suprema de Justicia aprobó el “Reglamento de Becas y permisos de estudios para el personal del Poder Judicial”, mismo que rige en la actualidad. 
La Auditoría Judicial realizó un estudio (véase oficios No.209-41-SAEE-2015 y No.344-47-SAEE) en el que determinó la necesidad de que se actualice la normativa interna que regula las capacitaciones dentro de la Institución, con la finalidad de que se mejoren varios temas a saber: 
· Conveniencia de mejorar el flujo de información y comunicación a las instancias correspondientes, sobre los servicios recibidos o brindados mediante cooperación internacional, con el fin de disponer de información integrada y actualizada, para la toma de decisiones institucionales. 
· Importancia de que se definan lineamientos dirigidos a las oficinas que reciben y ofrecen servicios mediante cooperación internacional, que permitan la labor de registro, control y seguimiento por parte de las instancias correspondientes, Así como la necesidad de adecuar la normativa institucional existe al respecto.
En los oficios No.209-41-SAEE-2015 y el No.344-47-SAEE-2015, la Auditoría Judicial también recomendó que se emitiera normativa que contemplara la participación del personal judicial en actividades de cooperación internacional como talleres, charlas, cursos, becas, congresos o compartiendo experiencias y ponencias, entre otras para disponer de una regulación que establezca los requisitos que deben cumplir las personas interesadas, las eventuales obligaciones que contraerían, así como la representatividad institucional con la que participa el personal judicial de dichas actividades. 
Por su parte, el Consejo Superior en la sesión No.21-2015, realizada el 10 de marzo del 2015 artículo LXXIX, conoció el citado informe de la Auditoría Judicial, y acordó tomar nota de los principales hallazgos y de la necesidad de adecuar la normativa institucional existente al respecto. Además, solicitó a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales la confección de una propuesta normativa sobre este tema. 
Luego, el Consejo Superior, en la sesión No.106-16 del 22 de noviembre del 2016, artículo LXI, conoció el informe No.166-CAP-2016 del 01 de septiembre del 2016 del Subproceso de la Gestión de la Capacitación y acordó que la Dirección Jurídica elaborara un nuevo reglamento de becas y capacitaciones, en el cual se definieran los lineamientos para la gestión de becas y capacitaciones a nivel nacional e internacional, así como los contratos que debían establecerse de acuerdo con la actividad académica que se trate y a las necesidades institucionales. 
Finalmente, tras varios borradores de proyectos generados por la Dirección Jurídica y ante la necesidad de que se definiera la ruta a seguir sobre el contenido central del reglamento, mediante el oficio No.005-CD/EJ-21 del 21 de febrero del 2021, que transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión ordinaria virtual por Microsoft Teams No.022-2020 del 17 de noviembre del 2021, artículo III, reafirmó la necesidad de separar la reglamentación de becas de la capacitación, tal como lo acordó el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión ordinaria No.001-2020 del 21 de enero del 2020 artículo V, que decidió que sería la Dirección de Gestión Humana quien asumiría la nueva versión técnica del Reglamento de Becas, mientras que el Reglamento de Capacitaciones del Poder Judicial, se debía mantener de acuerdo con lo dispuesto en la sesión No.67-19 del 30 de julio del 2019, artículo XXIX, conforme a la recomendación formulada por la Dirección de Planificación del Poder Judicial en el informe No.323-PLA-MI-2019; de manera que, a esta Dirección Jurídica le correspondería elaborar el Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial.
Es importante resaltar que este proyecto de reglamento incorpora lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión N° 60-2021 celebrada el 20 de julio del 2021, artículo LXVIII, que acordó aprobar el nuevo contrato de adiestramiento que suscriben las personas beneficiarias del posgrado en Medicina Legal impartido por la Universidad de Costa Rica. Este nuevo contrato de adiestramiento, en la cláusula segunda, establece que la persona residente será nombrada en calidad de supernumeraria, de manera que, podrá disponerse su servicio en el lugar donde el Poder Judicial requiera y defina, incluso para efectos de sustituciones. 
En igual sentido, este proyecto de Reglamento integra elementos del Procedimiento para Regular el Recibo de Donaciones de Actividades Formativas Proveniente de Entes Privados, tal y como fue acordado por el Consejo Superior en la sesión N° 95-2021 del 4 de noviembre del 2021 artículo XXVI. Dicho procedimiento establece los lineamientos requeridos para que el Consejo Superior apruebe las donaciones de actividades formativas procedentes de empresas privadas a la institución. La incorporación se hizo únicamente de las líneas generales sobre este tema, incluyendo la posibilidad de brindar actividades formativas provenientes de donación de entes privados, siempre y cuando, se cumpla con el procedimiento que se ha establecido para ese efecto en el mencionado Procedimiento.
De esta forma, se propone el siguiente texto:
1Fue enviado a esta Dirección Jurídica por medio de correo electrónico el día 19 de julio del 2021, de la señora Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria Ejecutiva de la Escuela Judicial. “
[…]
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También, se conoce el acuerdo de la Corte Plena,  sesión n.° 22-2022, del 16 de mayo de 2022, artículo XX, en donde se aprobó lo siguiente:
[…]
...se solicita la ampliación del plazo dado, a fin de que se pueda tener también en consideración las observaciones del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.  El Consejo Directivo continuará con el análisis respectivo, en su sesión extraordinaria programada para el próximo miércoles 18 de mayo del año en curso, observaciones que serán comunicados para su conocimiento” 
-0-
“Se acordó: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia, conceder un plazo de 10 días hábiles adicionales al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para que remitan las observaciones al Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”  
-0-
A continuación, se procede con el análisis de los siguiente:
San José, 18 de marzo del 2022.
DJ-AJ-C-149-2022
Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia
S.D
Estimada señora:
El Consejo Superior en la sesión 21-2015, realizada el 10 de marzo del 2015, artículo LXXIX, conoció los informes de Auditoría Judicial No.209-41-SAEE-2015 y No.344-47-SAEE-2015.   Al respecto, acordó tomar nota de los principales hallazgos y de la necesidad de adecuar la normativa institucional existente. Por su parte, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión ordinaria virtual por Microsoft Teams No.022-2020 realizada el 17 de noviembre del 2020, artículo III, reafirmó la necesidad de separar la reglamentación de becas de la de capacitación, tal como lo acordó el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión ordinaria No.001-2020 del 21 de enero del 2020, artículo V. 
[…]
- 0 -

A CONTINUACIÓN SE DETALLA LAS OBSERVACIONES DEL CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL-LLEVADAS A CABO EN LA SESIÓN  DEL 10 Y 18 DE MAYO 2022
	DIRECCIÓN JURÍDICA
DJ-AJ-C-149-2022
	NUEVA 

PROPUESTA

	Artículo 1.- Ámbito de aplicación y finalidad. El presente reglamento regula los procesos de capacitación de las personas servidoras del Poder Judicial, y establece las normas que deben ser aplicadas para el otorgamiento, control y beneficios obtenidos para la Institución. Quedan excluidas de regulación las becas, al regularse mediante su propio reglamento.
	Artículo 1.- Ámbito de aplicación y finalidad. El presente reglamento regula los procesos de capacitación que desarrollan la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, y establece las normas que deben ser aplicadas para el otorgamiento, control y beneficios obtenidos para la Institución. Quedan excluidas de regulación las becas, al regularse mediante su propio reglamento.

	Artículo 2.- Compromiso con la formación de las personas servidoras. El Poder Judicial promoverá la formación de las personas servidoras judiciales con la finalidad de que, mediante la profundización o adquisición de conocimientos, puedan tener un desempeño idóneo en sus labores y a su vez, puedan poner en práctica lo aprendido para contribuir con la adecuada prestación del servicio público de Administración de Justicia que corresponde a la Institución.
	Artículo 2.- Compromiso con la formación de las personas servidoras. El Poder Judicial promoverá la formación de las personas servidoras judiciales con la finalidad de que, mediante el desarrollo de sus competencias, puedan tener un desempeño idóneo en sus labores y a su vez, puedan poner en práctica lo aprendido para contribuir con la adecuada prestación del servicio público de Administración de Justicia que corresponde a la Institución.

	Artículo 3.- Definiciones. Para la aplicación del presente reglamento, se definen los siguientes conceptos:
a) Capacitación: Proceso sistemático y continuo para desarrollar las competencias y áreas de conocimiento de las personas trabajadoras mediante actividades diversas, de acuerdo con los objetivos y planes estratégicos de la organización. Estas actividades pueden ser conferencias, congresos, talleres, conversatorios, seminarios, charlas, simposios, cursos y actividades formativas relacionadas, que pueden llevarse a cabo en las siguientes modalidades:
· Capacitación presencial: Capacitación que cuenta con la participación presencial tanto de la persona facilitadora como de las personas participantes en el sitio donde se imparte.
· Capacitación virtual: Capacitación que se realiza por medio de cualquier metodología no presencial: plataformas virtuales, clases en línea y toda actividad que requiera de medios tecnológicos para estar presente en la misma.
· Capacitación bimodal: Capacitación que combina las dos modalidades anteriores, es decir, la presencial y la virtual.
b) Capacitación ordinaria: Actividad formal de aprendizaje dirigida a dotar, actualizar o perfeccionar conocimientos, habilidades y destrezas requeridas para el desempeño laboral, de interés institucional, promovida y organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación de los diferentes ámbitos.
c) Capacitación extraordinaria: Actividad formal de aprendizaje dirigida a dotar, actualizar o perfeccionar conocimientos, habilidades y destrezas requeridas para el desempeño laboral, de interés institucional, promovida y organizada por un organismo externo del Poder Judicial; en esta categoría se incluyen las organizadas por gobiernos extranjeros y organismos o empresas internacionales.
d) Certificado: Documento que prueba la realización y cumplimiento de los requisitos estipulados como obligatorios para una capacitación.
e) Consejo Superior: Órgano encargado, de aprobar la formación profesional y técnica de las personas servidoras y servidoras judiciales que no sean Magistrados o Magistradas del Poder Judicial.
f) Contrato de capacitación: Documento escrito en el que se establecen las obligaciones entre el Poder Judicial y la persona que será capacitada.
g) Corte Suprema de Justicia: Órgano de máxima autoridad en el Poder Judicial encargado de aprobar la formación profesional y técnica de las personas Magistradas del Poder Judicial.
h) Escuela Judicial: Dependencia del Poder Judicial creada mediante la ley N° 6593 de 6 de agosto de 1981, encargada de la formación y capacitación de las personas servidoras judiciales del ámbito jurisdiccional. Ejerce la Rectoría del trabajo que realizan todas las Unidades de Capacitación que existen en el Poder Judicial.
i) Matrícula o inscripción: Registro oficial a las actividades formativas que la persona servidoras realiza para cumplir con una capacitación.
j) Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI): En materia de capacitación institucional, la OCRI es el enlace oficial de cooperación y relaciones internacionales del Poder Judicial ante la Cancillería, el Mideplan y la Dirección de Gestión Humana.
k) Persona beneficiaria: Persona servidora judicial que suscribe un contrato de capacitación con el Poder Judicial.
l) Persona participante: Persona servidora judicial que es convocada o que participa -inscribiéndose voluntariamente- en las actividades de capacitación, conforme con las disposiciones del presente reglamento.
m) Rectoría: Órgano judicial que tiene a su cargo la definición y seguimiento de las políticas de capacitación en el Poder Judicial dentro del país y en el extranjero.
n) Unidades de Capacitación: Oficinas del Poder Judicial encargadas de tramitar y dar seguimiento a las actividades de formación profesional y técnica para las personas servidoras judiciales. Sin perjuicio de que la Corte Plena pueda crear otras dependencias que considere convenientes para estos fines.
	….
a)  Capacitación: Proceso sistemático y continuo para desarrollar las competencias y áreas de conocimiento de las personas trabajadoras mediante actividades diversas, de acuerdo con los objetivos y planes estratégicos de la organización. Estas actividades pueden ser programas de capacitación, conferencias, congresos, talleres, conversatorios, seminarios, charlas, simposios, cursos y actividades formativas relacionadas, que pueden llevarse a cabo en las siguientes modalidades:
Capacitación presencial: Capacitación que cuenta con la participación en el sitio en que se imparte, de las personas participantes.
…

b) Capacitación ordinaria: Actividad formal de aprendizaje dirigida a dotar, actualizar o perfeccionar conocimientos, habilidades y destrezas requeridas para el desempeño laboral, de interés institucional, promovida y organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación de los diferentes ámbitos, en sus planes ordinarios anuales de capacitación.
c) Capacitación extraordinaria: Actividad formal de aprendizaje dirigida a dotar, actualizar o perfeccionar conocimientos, habilidades y destrezas requeridas para el desempeño laboral, de interés institucional, promovida y organizada por la Escuela Judicial, las Unidades de Capacitación o un organismo externo del Poder Judicial; en esta categoría se incluyen las organizadas por gobiernos extranjeros, organismos o empresas internacionales y otras instituciones o instancias nacionales. 
d) Certificado: Documento que prueba la realización y cumplimiento de los requisitos estipulados como obligatorios para una capacitación, según lo establecido en el Reglamento de Evaluación.
*** Se incorpora el siguiente inciso.
Constancia: Documento que prueba la participación en las capacitaciones menores a 8 horas, que será emitida a solicitud parte, por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.
e) Consejo Superior: Órgano encargado, de aprobar los planes anuales de capacitación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de los distintos ámbitos, sin que se afecte la independencia funcional de cada instancia, para la formación profesional y técnica de las personas servidoras judiciales que no sean Magistrados o Magistradas del Poder Judicial. 
f) Contrato de capacitación: Documento escrito en el que se establecen las obligaciones y derechos, entre el Poder Judicial y la persona que será capacitada, cuando institucionalmente se defina que así se requiera.
g) Corte Suprema de Justicia: Órgano de máxima autoridad en el Poder Judicial encargado de definir las políticas de capacitación y la priorización de las necesidades institucionales, así como del otorgamiento de las licencias 
h) Escuela Judicial: Dependencia del Poder Judicial creada mediante la ley N° 6593 de 6 de agosto de 1981. Encargada de proporcionar formación, capacitación e investigación integral, especializada y de alta calidad a las personas funcionarias judiciales y a quienes aspiren a ingresar al Poder Judicial dentro del ámbito de la Judicatura. Podrá ofrecer la formación a otros ámbitos del Poder Judicial cuando así se requiera.  Es el órgano rector de las políticas de formación y capacitación de las Unidades Capacitación de los diferentes ámbitos que integran el Poder Judicial.
i) Matrícula o inscripción: Registro inicial en los sistemas judiciales, definidos por cada instancia,  que realizan las personas participantes, para acceder en  las actividades formativas que se ofertan.
j) Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI): En procesos cooperación que involucre procesos de  capacitación institucional, la OCRI es el enlace oficial de cooperación y relaciones internacionales, quien con los órganos técnicos pertinentes establecerá las coordinaciones necesarias. 
k) Persona beneficiaria: Persona servidora judicial que suscribe un contrato de capacitación con el Poder Judicial.
l) Persona participante: Persona servidora judicial que es convocada, admitida o que participa inscribiéndose, admitida voluntariamente- en las actividades de capacitación, conforme con las disposiciones del presente reglamento.
m) Rectoría: Órgano judicial encargado de proponer las políticas y lineamientos, con carácter general, sobre la formación y capacitación de las personas servidoras judiciales, respetando la independencia funcional de cada órgano, legalmente establecidas.
Unidades de Capacitación: Oficinas del Poder Judicial encargadas planificar, diseñar, ejecutar y evaluar las actividades de formación profesional y técnica para las personas servidoras judiciales. Sin perjuicio de que la Corte Plena pueda crear otras dependencias que considere convenientes para estos fines.(No se comprende el fin)


	Artículo 4.- Financiamiento. El financiamiento, total o parcial, para atender las capacitaciones de las personas servidoras del Poder Judicial, se encuentra sujeto a la disponibilidad presupuestaria, a las necesidades institucionales al momento de estas y a lo dispuesto en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.
Asimismo, el Poder judicial podrá recibir actividades formativas -en carácter de donación- provenientes de entes privados, siempre y cuando, se cumpla con el procedimiento establecido para ese efecto, y que, tengan como fin la satisfacción del interés público, cumplan con los principios de transparencia, rendición de cuentas, utilidad, razonabilidad y buena gestión administrativa y no deriven compromisos posteriores para el Poder Judicial con la empresa donante.  El contenido de estas capacitaciones debe impartirse con un enfoque respetuoso de la independencia del Poder Judicial.
	Artículo 4.- Financiamiento. El financiamiento, total o parcial, para atender las capacitaciones de las personas servidoras del Poder Judicial, se encuentra sujeto a la disponibilidad presupuestaria, a las necesidades institucionales al momento de estas y a lo dispuesto en la Ley vigente.
Asimismo, el Poder judicial podrá recibir actividades formativas -en carácter de donación- provenientes de entes privados, siempre y cuando, se cumpla con el procedimiento establecido para ese efecto, y que, tengan como fin la satisfacción del interés público, cumplan con los principios de transparencia, rendición de cuentas, utilidad, razonabilidad y buena gestión administrativa y no deriven compromisos posteriores para el Poder Judicial con la empresa donante.  El contenido de estas capacitaciones debe impartirse con un enfoque respetuoso de la independencia del Poder Judicial.

	Artículo 5.- Competencia. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación son las encargadas de diagnosticar periódicamente las necesidades de capacitación para la elaboración de los planes de capacitación de sus distintos programas.
	Artículo 5.- Competencia. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación son las encargadas de diagnosticar periódicamente las necesidades de capacitación para la elaboración y ejecución de los planes de capacitación de sus distintos programas.

	Artículo 6.- De la Rectoría. Para los efectos del presente reglamento, la Escuela Judicial ejercerá la Rectoría del trabajo que llevarán a cabo todas las Unidades de Capacitación que tengan a cargo lo relacionado con la capacitación de las personas servidoras judiciales, sean estas en el país o en el extranjero.
	Artículo 6.- De la Rectoría. Para los efectos del presente reglamento, la Escuela Judicial ejercerá la rectoría técnica, sin que se afecte la independencia de cada órgano que tengan a cargo lo relacionado con la capacitación de las personas servidoras judiciales, sean estas en el país o en el extranjero.

	Artículo 7.- Funciones de la Rectoría. La Escuela Judicial, en su condición de Rectora del proceso de capacitación del Poder Judicial, tendrá las siguientes funciones:
a) Definir y dar seguimiento a las políticas de formación y capacitación en el Poder Judicial.
b) Solicitar informes a todas las Unidades de Capacitación, respecto del acatamiento de sus políticas y lineamientos cuando lo estime necesario.
	Artículo 7.- Funciones de la Rectoría. La Escuela Judicial, en su condición de Rectora Técnica del proceso de capacitación del Poder Judicial, tendrá las siguientes funciones:

…

	Artículo 8.- Unidades de Capacitación. Las Unidades de Capacitación son las oficinas encargadas de gestionar las actividades de capacitación para las personas servidoras judiciales. Las Unidades de Capacitación se organizan de la siguiente manera:
a) La Escuela Judicial es la encargada de gestionar la capacitación de las personas de la Judicatura.
b) El Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana se encarga de gestionar la capacitación de las personas servidoras del ámbito administrativo y en temas de políticas institucionales y servicio público; además atiende la población judicial de los ámbitos Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia.
c) El Proceso de Gestión del Conocimiento de la Defensa Pública, se encarga de gestionar la capacitación del personal de esa misma dependencia.
d) La Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial para el personal del Organismo de Investigación Judicial.
e) La Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, es la encargada de las personas que laboran en el Ministerio Público.
	…

a) La Escuela Judicial es la encargada de gestionar la capacitación de las personas funcionarias de la judicatura y personal de apoyo.
…
e) La Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, es la encargada de capacitar a las personas que laboran en el Ministerio Público.

	Artículo 9.- Funciones de las Unidades de Capacitación. Las Unidades de Capacitación tendrán las siguientes funciones:
a) Tramitar los permisos de las personas participantes para concretar su capacitación, cuando así se requiera.
b) Dar seguimiento a la ejecución de los contratos de capacitación.
c) En caso de incumplimiento por parte del beneficiario respecto de alguna de las cláusulas estipuladas en el contrato, se llevará adelante el proceso disciplinario correspondiente respetando las disposiciones legales de la Ley Orgánica del Poder Judicial o lo remitirán a los órganos competentes sin perjuicio de la fiscalización pertinente.
d) Archivar los documentos correspondientes y alimentar la base de datos que al respecto contendrá el expediente electrónico de cada participante.
e) Periódicamente, deberán diagnosticar las necesidades de capacitación para la elaboración de los planes de capacitación de sus distintos programas. Para ello, tomarán en cuenta las Políticas Generales de Capacitación y Formación del Poder Judicial, así como el criterio de las organizaciones de las personas trabajadoras del área respectiva.
f) Brindar la información en forma completa, confiable y oportuna, con la finalidad de facilitar el entendimiento y cumplimiento de las condiciones de la formación profesional o técnica, las cuales deben quedar expresamente establecidas en los contratos de adiestramiento.
g) Servir como punto de enlace en la comunicación entre la persona beneficiaria y la Institución.
h) Todas las Unidades de Capacitación deberán procurar que la persona beneficiaria tenga pronta respuesta de todas sus consultas relacionadas con las obligaciones derivadas de su formación profesional o técnica y cualquier otro detalle relacionado con esta.
i) Cualquier otra función que le encomiende la Corte Plena, el Consejo Superior y la Escuela Judicial.
	Artículo 9.- Funciones de las Unidades de Capacitación. Las Unidades de Capacitación tendrán las siguientes funciones:
…

c) En caso de incumplimiento por parte del beneficiario respecto de alguna de las cláusulas estipuladas en el contrato, se llevará adelante el proceso disciplinario correspondiente respetando las disposiciones legales de la Ley Orgánica del Poder Judicial se remitirán a los órganos competentes sin perjuicio de la fiscalización pertinente.
d) Archivar los documentos correspondientes y alimentar la base de datos que al respecto contendrá el expediente electrónico de cada participante, o el tipo de respaldo que determine para tales efectos.


	Artículo 10.- Divulgación de las capacitaciones. Cada Unidad de Capacitación recibirá y buscará información sobre capacitaciones o cursos y la publicará a través de la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas o de la Oficina de Prensa y Comunicación, con la finalidad de hacer llegar la información a todas las personas servidoras judiciales.
	Artículo 10.- Divulgación de las capacitaciones. Cada Unidad de Capacitación recibirá y buscará información sobre capacitaciones o cursos de interés a partir de los diagnósticos de necesidades de capacitación y la publicará a través de la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas, de la Oficina de Prensa y Comunicación o de la Oficina de comunicación que utilice cada instancia, con la finalidad de hacer llegar la información a todas las personas servidoras judiciales.

	Artículo 11.- Selección de las personas participantes. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deben considerar a las personas participantes de capacitaciones con base en su desempeño, los diagnósticos de necesidades de capacitación, perfil del puesto, interés institucional y otros aspectos que resulten de utilidad para el desarrollo de sus funciones.
	

	Artículo 12.- Cantidad de horas. Corresponde a la Escuela Judicial, en su condición de órgano rector, definir la cantidad de horas que las personas servidoras judiciales podrán cursar al año. El Consejo Superior y las jefaturas de los órganos respectivos, podrán aprobar una participación superior en casos calificados.
	Artículo 12.- Cantidad de horas. Corresponde a la Escuela Judicial, en su condición de órgano rector, definir la cantidad de horas que las personas servidoras judiciales podrán cursar al año. El Consejo Superior y las jefaturas de los órganos respectivos, podrán aprobar una participación superior a partir de las necesidades institucionales.

	Artículo 13.- Registro de las actividades académicas. La Escuela Judicial y cada una de las Unidades de Capacitación deberán llevar un registro actualizado de las capacitaciones que cada persona ha realizado o se encuentre realizando, a fin de evitar el otorgamiento inequitativo o desproporcionado de permisos y suplencias para actividades de capacitación, para lo cual deberán utilizarse de manera integral los sistemas vigentes en el Poder Judicial.
	

	Artículo 14.- Vigilancia. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación vigilarán que las capacitaciones no sean impedimento para la ejecución de las labores que la persona servidora desarrolla en el Poder Judicial.
	Artículo 14.- Vigilancia. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, vigilarán que las personas participantes en la capacitaciones cuenten con el aval de las jefaturas inmediatas y cualquier otro requisito establecido por la Institución,  las capacitaciones no sean impedimento para la ejecución de las labores que la persona servidora desarrolla en el Poder Judicial.

	Artículo 15.- De las personas docentes y facilitadoras de las capacitaciones.  La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deben contemplar criterios objetivos y transparentes para la selección de las personas docentes y facilitadoras de las actividades de capacitación. Se debe velar por la idoneidad profesional, equidad de género, especialización en la materia, aptitudes y destrezas de enseñanza, y lo que se estime conveniente de acuerdo con la necesidad particular.
	Artículo 15.- De las personas docentes y facilitadoras de las capacitaciones.  La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deben contemplar criterios objetivos y transparentes para la selección de las personas docentes y facilitadoras, deacuerdo al perfil establecido en la académica que se desarrollará. Se debe velar por la idoneidad profesional, equidad de género, especialización en la materia, aptitudes y destrezas de enseñanza, y lo que se estime conveniente de acuerdo con la necesidad particular.

	Artículo 16.- Obligatoriedad de las capacitaciones programadas por la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. Las personas servidoras judiciales tienen la obligación de asistir a todas las actividades de capacitación, seminarios, mesas redondas, reuniones y conferencias programadas por la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación a las que fueren convocadas, dentro de su jornada de trabajo, de modo que las jefaturas de cada oficina están obligadas a permitir y vigilar la asistencia de su personal subalterno a esas actividades.
	Artículo 16.- Obligatoriedad de las capacitaciones programadas por la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. Las personas servidoras judiciales tienen la obligación de asistir a todas las actividades de capacitación seminarios, mesas redondas, reuniones y conferencias, programadas por la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, a las que fueren convocadas, dentro de su jornada de trabajo, de modo que las jefaturas de cada oficina están obligadas a promover y velar por la asistencia de su personal subalterno a esas actividades.

	Artículo 17.- De la publicidad sobre la oferta de capacitaciones. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deberán poner a disposición de las personas servidoras judiciales, la oferta de actividades de capacitación presenciales, virtuales o bimodales, con la finalidad de que todo el personal se capacite en temas de interés institucional y se lleve el registro adecuado, conforme a lo establecido en el artículo 14 del presente Reglamento.
	Artículo 17.- De la publicidad sobre la oferta de capacitaciones. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deberán publicitar a las personas servidoras judiciales, la oferta de actividades de capacitación presenciales, virtuales o bimodales, con la finalidad de que todo el personal se capacite en temas de interés institucional y se lleve el registro adecuado, conforme a lo establecido en el artículo 14  13 del presente Reglamento.

	Artículo 18.- Inasistencia a una capacitación. En caso de surgir una situación excepcional que le impida a una persona servidora asistir a una actividad programada por la Escuela Judicial, deberá comunicar de forma inmediata a su jefatura, con el fin de que se tomen las medidas pertinentes y se gestione la posibilidad de que otra persona pueda aprovechar la capacitación.
	Artículo 18.- Inasistencia a una capacitación. En caso de surgir una situación excepcional que le impida a una persona servidora asistir a una actividad programada por la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, deberá comunicar a la persona coordinadora y gestora del proceso de capacitación, con el fin de que se tomen las medidas pertinentes y se gestione la posibilidad de que otra persona pueda aprovechar la capacitación.

	Artículo 19.- Ausencias injustificadas. Sin perjuicio de las particularidades que tenga una programación de una capacitación en concreto, las capacitaciones se reprueban por la ausencia injustificada a un 20% o más de las sesiones de esta, puede generar una eventual sanción disciplinaria por parte de la Inspección Judicial a la persona servidora.
	Artículo 19.- Ausencias. Sin perjuicio de las particularidades que tenga una programación de una capacitación en concreto, las capacitaciones se reprueban por la ausencia justificada o injustificada a un 20% de las actividades programadas dentro de la actividad académica, de conformidad con lo establecido en el Reglamento de Evaluación. La ausencia injustificada, puede generar una eventual sanción disciplinaria por parte de la Inspección Judicial a la persona servidora.

	Artículo 20.- Capacitaciones de un día. En los casos en que una persona        servidora requiera asistir a alguna capacitación por un día, en donde no se necesite sustitución, ni pago por concepto de viáticos o costos de inscripción, el permiso será concedido directamente por la jefatura, siempre y cuando se tomen las medidas correspondientes para que el servicio público no se vea afectado.
	Artículo 20.- Capacitaciones de un día. En los casos en que una persona        servidora requiera asistir a alguna capacitación por un día cinco días, en donde no se necesite sustitución, ni pago por concepto de viáticos o costos de inscripción, el permiso será concedido directamente por la jefatura, siempre y cuando se tomen las medidas correspondientes para que el servicio público no se vea afectado.

	Artículo 21.- De los permisos para capacitaciones.  De previo a que la persona servidora judicial gestione su participación en una capacitación, deberá contar con el visto bueno de la jefatura, a fin de evitar que se afecte el servicio público que brinda cada oficina judicial.
	

	Artículo 22.- De las capacitaciones extraordinarias. En el caso que sea de interés institucional que una persona participe en una capacitación que no pertenece a los programas ordinarios de capacitación de la Escuela Judicial ni de las Unidades de Capacitación, y si la actividad se relaciona directamente con el puesto y funciones que desempeña en el mismo, el Consejo Superior o la Corte Suprema de Justicia, según corresponda, valorará las características que presente la capacitación en concreto de que se trate y podrá brindar el respaldo correspondiente mediante ayuda económica o permiso con goce de salario para que la persona participe, de manera que la persona adquiere las mismas obligaciones que una capacitación ordinaria. Lo anterior conforme la disponibilidad presupuestaria existente en el respectivo período fiscal y según lo indicado en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.
	Artículo 22.- De las capacitaciones extraordinarias. En el caso que sea de interés institucional que una persona participe en una capacitación que no pertenece a los programas ordinarios de capacitación de la Escuela Judicial, ni de las Unidades de Capacitación, y si la actividad se relaciona directamente con el puesto y funciones que desempeña en el mismo, el Consejo Superior  o la Corte Suprema de Justicia, según corresponda, valorará las características que presente la capacitación en concreto de que se trate y podrá brindar el respaldo correspondiente mediante ayuda económica o permiso con goce de salario para que la persona participe, de manera que la persona adquiere las mismas obligaciones que una capacitación ordinaria. Lo anterior conforme la disponibilidad presupuestaria existente en el respectivo período fiscal y según lo indicado en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas. 

	Artículo 23.- De las capacitaciones financiadas por la misma persona servidora. Para que una persona pueda realizar cursos de capacitación que haya gestionado con apoyo de gobiernos extranjeros o de instituciones de enseñanza nacionales o internacionales, se requiere contar con la recomendación previa del Consejo de Personal. Corresponderá al Consejo Superior valorar y decidir acerca de la posibilidad de otorgar licencia sin goce de salario para que la persona pueda realizar esos estudios. Si los permisos sin goce de salario son menores a seis meses, la jefatura podrá otorgarlos según el Plan Anual de Vacaciones.
	Artículo 23.- De las capacitaciones financiadas por la misma persona servidora. Para que una persona pueda realizar cursos de capacitación que haya gestionado con apoyo de gobiernos extranjeros o de instituciones de enseñanza nacionales o internacionales, y requiera un permiso sin goce de salario corresponderá al Consejo Superior o a la persona jerarca de la  instancia, que según lo dispuesto en ley especial le corresponda, su valorar y decidir acerca de la posibilidad de otorgar licencia sin goce de salario para que la persona pueda realizar esos estudios. Si los permisos sin goce de salario son menores a seis meses, la jefatura podrá otorgarlos según el Plan Anual de Vacaciones.

	Artículo 24.- De las actividades formativas provenientes de donación.  Las actividades formativas provenientes de donación por parte de entes privados u organizaciones no gubernamentales que hayan sido autorizadas previamente por el Consejo Superior, deberán cumplir con los requerimientos de calidad establecidos por la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, así como, con las normas y políticas que rigen la actividad del Poder Judicial referente a la independencia judicial, a las políticas de Género, Hostigamiento sexual, Acceso a la Justicia, Lenguaje inclusivo, Valores Compartidos y a la Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de intereses en el Poder Judicial.
Las disposiciones contenidas en el Capítulo III “De las Capacitaciones” del presente reglamento aplicarán para todas las actividades formativas provenientes de donaciones realizadas por entes privados; sin perjuicio de que, apliquen las disposiciones académicas de la empresa capacitadora que imparta el curso, prevaleciendo en último término, las normas del Poder Judicial.
	Artículo 24.- De las actividades formativas provenientes de donación.  Las actividades formativas provenientes de donación por parte de entes privados u organizaciones no gubernamentales que hayan sido autorizadas previamente por el Consejo Superior, deberán cumplir con los requerimientos de calidad establecidos por la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, así como, con las normas y políticas que rigen la actividad del Poder Judicial referente a la independencia judicial, a las políticas de Género, Hostigamiento sexual, Acceso a la Justicia, Lenguaje inclusivo, Valores Compartidos y a la Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de intereses en el Poder Judicial.
Las disposiciones contenidas en el Capítulo III “De las Capacitaciones” del presente reglamento aplicarán para todas las actividades formativas provenientes de donaciones realizadas por entes privados; sin perjuicio de que, apliquen las disposiciones académicas de la empresa capacitadora que imparta el curso, prevaleciendo en último término, las normas del Poder Judicial.

	Artículo 25.- Uso de sistemas virtuales electrónicos con fines de capacitación. Con la finalidad de evitar el desplazamiento de las personas servidoras judiciales a las capacitaciones o actividades formativas que se impartan, se debe incentivar la utilización y maximización del uso de los sistemas virtuales electrónicos por medio de las plataformas que ha adquirido la Institución para ese fin. Las actividades formativas procedentes de donaciones deberán contar con las herramientas informáticas de acceso autorizado que les indique la Dirección de Tecnología de la Información del Poder Judicial.
	

	Artículo 26.- Beneficios. Previa determinación de la necesidad institucional existente, el Poder Judicial podrá otorgar a las personas servidoras judiciales, uno o varios de los siguientes beneficios cuando realicen una capacitación:
a) Permiso con goce de sueldo durante el período de capacitación.
b) Permiso sin goce de sueldo durante el período de capacitación.
c) Gastos de transporte y viáticos.
d) Pago de matrícula o inscripción.
e) Pago de impuesto y tasas de salida.
f) Pago de una póliza de viaje (colectiva).
g) Un monto económico para la compra de equipo o material necesario para que la persona realice la capacitación.
	Artículo 26.- Beneficios.
…

b) Conservar su puesto durante el período del permiso sin goce de sueldo durante el período de capacitación.

c) Gastos de transporte y viáticos, de conformidad con la normativa vigente.
…

	Artículo 27.- Procedencia de los beneficios. Previo estudio de la situación económica del Poder Judicial; de las necesidades de capacitación institucional y las partidas presupuestarias destinadas para ello, el Consejo Superior determinará anualmente con la colaboración de la Dirección de Gestión Humana, el número de capacitaciones, cursos que estima posible y conveniente adjudicar, cuyo resultado debe ponerlo en conocimiento de la Escuela Judicial, la cual a su vez de manera inmediata lo pondrá en conocimiento de cada Unidad de Capacitación, para que en el plazo improrrogable de diez días hábiles le indique a la Escuela Judicial, sobre el interés en determinadas capacitaciones. Los permisos se otorgarán para que no se afecten el buen servicio público o de las condiciones de la oficina a la que pertenece la persona servidora.
	Se solicita que se elimine este artículo.

	Artículo 28.- Obligaciones de las personas beneficiarias. Las personas que recibirán uno o varios de los beneficios estipulados en el artículo 26 del presente reglamento, tendrán las siguientes obligaciones:
a) Firmar un contrato con la Institución en el cual se estipularán sus derechos, obligaciones y otras condiciones de la capacitación que realizarán, cuando la Escuela Judicial y/o las Unidades de Capacitación así lo requieran.
b) Asistir (presencia física o virtual, según corresponda) a la capacitación.
c) No interrumpir sus estudios, salvo por causa justa, a juicio de la respectiva Unidad de Capacitación.  En caso de que no pueda continuar la capacitación, deberá comunicarlo a la unidad de capacitación respectiva dentro de un plazo máximo de 8 días, explicando el por qué, a fin de que se tomen las medidas administrativas correspondientes.
d) Aprobar la capacitación y obtener el certificado en el plazo estipulado en el contrato o por la Escuela Judicial o la Unidad de Capacitación responsable, salvo que por causa justa y a juicio de la instancia de capacitación, se haya impedido el cumplimiento de esas obligaciones.
e) Compartir el conocimiento adquirido con el personal de la oficina a la que pertenece o según lo determinen la Escuela Judicial o la Unidad de Capacitación responsable.
f) Reincorporarse a su oficina, una vez finalizada la capacitación y continuar prestando sus servicios al Poder Judicial, sin perjuicio de sus derechos laborales.  En caso de incumplimiento de esta obligación, deberá reintegrar al Poder Judicial aquellas sumas de dinero que recibió con motivo del otorgamiento de los beneficios de capacitación, a saber, si la licencia fue con goce de salario, la prestación de servicio obligatoria será durante el triple de tiempo de la licencia que se le concedió. El monto por recuperar incluirá el interés legal que corresponda.
	…

a) Firmar un contrato con la Institución en el cual se estipularán sus derechos, obligaciones y otras condiciones de la capacitación que realizarán, cuando la Escuela Judicial y/o las Unidades de Capacitación así lo requieran y si participaron en  el proceso.
…
d) Aprobar la capacitación y obtener el certificado en el plazo estipulado, al momento de recibir el beneficio, por la Escuela Judicial o la Unidad de Capacitación responsable, de haber participado en el proceso, salvo que por causa justa y a juicio de la instancia que corresponda, se haya impedido el cumplimiento de esas obligaciones.
…

f)Reincorporarse a su oficina, una vez finalizada la capacitación y continuar prestando sus servicios al Poder Judicial, sin perjuicio de sus derechos laborales.  En caso de incumplimiento de esta obligación por causas injustificadas por parte de la persona beneficiaria, deberá esta reintegrar al Poder Judicial lo correspondiente según se haya convenido en el contrato de formación conforme al artículo 35, inciso i, de este reglamento.


	Artículo 29.- Contratos de capacitación. Cuando la Escuela Judicial o Unidad de Capacitación lo requiera, la persona servidora judicial que participe en una capacitación ordinaria, extraordinaria o actividad formativa donada deberá suscribir un contrato con el Poder Judicial, en el cual se establecerán los derechos y obligaciones de ambas partes.  Asimismo, deberán respetarse y cumplirse este reglamento.
	GH revisa y hace propuesta.

	Artículo 30.- Del seguimiento. La Escuela Judicial o la Unidad de Capacitación respectiva serán las responsables de dar seguimiento a la ejecución de los contratos y de reportar al Consejo Superior en caso de incumplimiento para que se disponga lo procedente.
	

	Artículo 31.- Registro de los contratos de capacitación. La Escuela Judicial y cada Unidad de Capacitación debe llevar un registro electrónico de los contratos suscritos por las personas, así como del resultado del seguimiento, de acuerdo con el artículo anterior.
	

	Artículo 32.- Inclusión en el expediente. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deben incluir los contratos de capacitación en el expediente personal electrónico de la persona beneficiaria.
	Artículo 32.- Inclusión en el expediente. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, remitirán a la Dirección de Gestión Humana, los contratos de capacitación para que se incorporen en el expediente personal electrónico de la persona beneficiaria, cuando corresponda.

	Artículo 33.- Informe del incumplimiento. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deben informar al Consejo Superior, cuando exista algún incumplimiento en la capacitación, por parte de la persona beneficiaria.
	Artículo 33.- Informe del incumplimiento. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deben informar al Consejo Superior, para lo que corresponda, cuando exista algún incumplimiento en la capacitación, por parte de la persona beneficiaria.

	Artículo 34.- Custodia y archivo de los contratos. Cada Unidad de Capacitación es la encargada de custodiar y archivar los contratos de formación.
	· Artículo 34.- Custodia y archivo de los contratos. La Escuela Judicial y cada Unidad de Capacitación es la encargada de custodiar y archivar los contratos de formación que suscriban y que se generen en forma física.
 
La versión digital de estos documentos debe ser archivada en el expediente personal que administra la Dirección de Gestión Humana conforme al artículo 32 de este reglamento y se considerarán públicos, salvo aquellos datos cuya confidencialidad debe ser resguardada de acuerdo con la Ley de protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales.
 


	Artículo 35.- Contenido de los contratos de capacitación. Todo contrato de capacitación que se suscriba entre una persona servidoras y la Institución debe contener como mínimo la siguiente información:
a) Nombre, domicilio exacto y demás calidades de la persona servidora y de la persona autorizada que representa al Poder Judicial con la que suscribe el contrato.
b) Nombre de la capacitación, modalidad, cantidad de horas de la capacitación y carga horaria semanal, ente facilitador y objetivo de la capacitación.
c) Detalle o los beneficios que le serán otorgados por la Institución debido a su participación en la capacitación establecida.
d) Compromisos de desempeño o asistencia derivados de la capacitación tales como certificaciones, diplomas, hojas de calificaciones o documentos idóneos que los demuestren.
e) La obligación de dedicar con responsabilidad y diligencia el tiempo estipulado para la realización de la capacitación, así como de obtener el documento correspondiente que lo acredite dentro del lapso del permiso.
f) Obligación de seguir prestando sus servicios al Poder Judicial en la forma que lo disponen la Ley y el Reglamento respectivos; en el tiempo que se establece y en el mismo puesto en el que se encontraba al momento en que se le concedió el permiso, salvo que, por disposición del Consejo Superior por medio de los trámites legales, pase a servir otro cargo de acuerdo con los conocimientos adquiridos y las necesidades del servicio del Poder Judicial.
g) La obligación de compartir los conocimientos adquiridos en las capacitaciones o actividades formativas determinadas por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación. En su defecto, para los casos que proceda, mediante la elaboración de manuales, lineamientos, o cualquier documento que sea de utilización práctica o didáctica que contenga el aprendizaje adquirido en el campo o materia particular. Este documento podrá ser utilizado por la misma oficina o despacho en que labore la persona capacitada, pero también podrá difundirse a otras oficinas del Poder Judicial a las que les sea de utilidad.
h) La obligación que tiene la persona beneficiaria de que, una vez concluido el permiso, beneficio o la capacitación, debe reincorporarse a sus labores. Cuando se trate de capacitaciones extraordinarias hechas en el extranjero, la reincorporación a las labores se hará de forma inmediata por lo que la persona deberá comunicar previamente a la Escuela Judicial o Unidad de Capacitación el término de la actividad formativa y el regreso al país.
i) Que, en caso de incumplimiento de las obligaciones o cláusulas del contrato, deberá reintegrar al Poder Judicial la suma correspondiente a todas las ayudas económicas erogadas y recibidas para tal efecto, más el interés legal que corresponda.
	Artículo 35.- Contenido de los contratos de capacitación. Todo contrato de capacitación que se suscriba entre una persona servidoras y la Institución debe contener como mínimo la siguiente información:
…

c) Detalle de los beneficios que le serán otorgados por la Institución debido a su participación en la capacitación establecida.
…

f)Obligación de seguir prestando sus servicios al Poder Judicial, en la instancia en la que se encontraba cuando se le concedió en permiso, en la forma que lo disponen la Ley y el Reglamento respectivos; en el tiempo que se establece y en el mismo puesto en el que se encontraba al momento en que se le concedió el permiso, salvo que, por disposición del Consejo Superior por medio de los trámites legales, pase a servir otro cargo de acuerdo con los conocimientos adquiridos y las necesidades del servicio del Poder Judicial.

…

h)La obligación que tiene la persona beneficiaria de que, una vez concluido el permiso, beneficio o la capacitación, debe reincorporarse a sus labores. Cuando se trate de capacitaciones extraordinarias hechas en el extranjero, la reincorporación a las labores se hará de forma inmediata por lo que la persona deberá comunicar previamente a la Escuela Judicial o Unidad de Capacitación el término de la actividad formativa y el regreso al país, en el caso de que estas instancias participaran en el proceso para el otorgamiento del beneficio.

i) Que, en caso de incumplimiento por parte de “La persona Beneficiaria”, bajo causas injustificadas, a cualesquiera de los compromisos contraídos en el contrato, queda obligada a devolver la suma que el Poder Judicial haya cancelado a su favor por concepto de la actividad formativa, sea en su integralidad o de manera proporcional, según corresponda, así como los intereses al tipo más bajo que rija para las operaciones de préstamos personales en el Sistema Bancario Nacional, sobre esa suma a partir del momento en que se produjo el incumplimiento y hasta su efectivo pago, calculados sobre los saldos. Si no devolviere el monto de lo adeudado dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha en que se comunique el monto debido, por parte del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, el Poder Judicial expedirá una certificación que contendrá la fijación del capital adeudado y sus intereses, que a tenor de lo estipulado en los artículos 210 y 228 de la Ley General de la Administración Pública, 155, inciso 3, del Código Procesal Contencioso Administrativo y 438 y siguientes del Código Procesal Civil y 702, 704 y 706 del Código Civil, constituirá título ejecutivo u orden incondicional de pago de “La persona Beneficiaria” a favor del Poder Judicial, pagadero en el domicilio de ésta última. Dicha certificación lleva aparejada ejecución en la vía simple. La forma de pago será establecida por el Consejo Superior, quién determinará el tiempo y el porcentaje del salario que le será deducido a “La persona beneficiaria”.

	Artículo 36.- Cumplimiento de las cláusulas. La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deberán dar seguimiento a fin de controlar que las personas beneficiarias de una capacitación cumplan con las cláusulas del contrato y dar aviso, en el momento oportuno, al Consejo Superior de cualquier situación que afecte el cumplimiento de las obligaciones pactadas con la persona beneficiaria.

	

	Artículo 37.- Incumplimiento del contrato. La persona beneficiaria incurre en incumplimiento del contrato de capacitación cuando se incumplan las cláusulas contractuales o cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 29 del presente reglamento.
	Artículo 37.- Incumplimiento del contrato. La persona beneficiaria incurre en incumplimiento del contrato de capacitación cuando se incumplan las cláusulas contractuales o cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 29 del presente reglamento.

	Artículo 38.- Consecuencias del incumplimiento. La persona beneficiaria que incumpla con una o varias cláusulas del contrato de capacitación o sus obligaciones como beneficiaria, deberá reintegrar al Poder Judicial la suma correspondiente a todas las ayudas económicas erogadas y recibidas para tal efecto, más el interés legal que corresponda. Dicho monto deberá cubrir los intereses al tipo más bajo que rija para las operaciones de préstamos personales en el Sistema Bancario Nacional, al momento de establecerse la obligación, los cuales serán calculados sobre saldos.
	Artículo 38.- Consecuencias del incumplimiento. La persona beneficiaria que incumpla con una o varias cláusulas del contrato de capacitación o sus obligaciones como beneficiaria, deberá reintegrar al Poder Judicial la suma correspondiente a todas las ayudas económicas erogadas y recibidas para tal efecto, más la indexación y el interés legal que corresponda. Dicho monto deberá cubrir los intereses al tipo más bajo que rija para las operaciones de préstamos personales en el Sistema Bancario Nacional, al momento de establecerse la obligación, los cuales serán calculados sobre saldos.

	Artículo 39.- Cobro en sede administrativa y en sede judicial. Para el reintegro de los dineros aportados por el Poder Judicial, primero se ejecutará en Sede Administrativa, y en caso de no lograrse el pago, se realizará el respectivo trámite de cobro en sede judicial, para lo cual se requerirá la intervención de la Procuraduría General de la República.  Para estos efectos, el contrato firmado tendrá carácter de título ejecutivo, de conformidad con la Ley General de la Administración Pública, así como el marco normativo vigente.
	

	Artículo 40.- Objetivo. El objetivo de este Capítulo es reglamentar el proceso de formación de especialistas en Medicina Legal, con la finalidad de garantizar una mayor eficiencia en la prestación del servicio público brindado por el Poder Judicial, conforme al convenio de cooperación interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, así como los convenios que se suscriban eventualmente con cualquier universidad acreditada para brindar estudios de posgrado en la Especialidad en Medicina Legal.
	Capitulo VI. Omitir, no es parte de la naturaleza, por la particularidad y especialidad del tema.



	Artículo 41.- Marco jurídico vinculante. La persona que se encuentre realizando la Especialidad en Medicina Legal como residente médico en la Institución, deberá cumplir lo establecido en el presente reglamento, los lineamientos y disposiciones del Poder Judicial en materia de regulación de su régimen de empleo, prohibiciones, conflictos de interés, pago de salarios y otros componentes que se reconozcan, así como al régimen disciplinario del Poder Judicial. También estará obligado a lo constituido en el convenio de cooperación interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica o la universidad acreditada en los términos del artículo anterior, así como lo establecido en el respectivo contrato de adiestramiento que haya firmado con el Poder Judicial.
	

	Artículo 42.- Proceso de selección de médicos residentes para la Especialización en Medicina Legal.  El procedimiento de reclutamiento, selección y nombramiento de las personas interesadas en ser admitidas en la residencia médica en el Poder Judicial en virtud de la Especialidad en Medicina Legal se regirá, por el procedimiento vigente elaborado por la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Medicina Legal, así como los cambios que dichas entidades consideren realizar debido a nuevas necesidades institucionales.
	

	Artículo 43.- Lineamientos académicos de la Especialidad en Medicina Legal. Los lineamientos académicos del proceso de enseñanza de la Especialidad en Medicina Legal se rigen por la reglamentación de la Universidad de Costa Rica u cualquier otra universidad acreditada con la cual se haya firmado un convenio de cooperación interinstitucional. Lo concerniente a Residencias Médicas en el Poder Judicial con motivo de dicho posgrado, se regirá por lo dispuesto por el Departamento de Medicina Legal de la Institución.
	

	Artículo 44.- Obligaciones de los médicos residentes. Las personas admitidas como médicos residentes en el Poder Judicial tienen la obligación de culminar la residencia como parte del programa del posgrado en Medicina Legal en un término máximo de tres años. Una vez concluido el posgrado y el periodo de los tres años de su residencia, la persona formada deberá prestar sus servicios al Poder Judicial por al menos tres años de manera ininterrumpida y efectiva. Así mismo, estas personas están obligadas a cumplir con todas las obligaciones establecidas en el contrato de adiestramiento correspondiente.
	

	Artículo 45.- Funciones de las personas residentes. Las personas residentes deben realizar las funciones que estén contenidas en el Manual Descriptivo de Clases por Puestos Vigentes en el Poder Judicial, de acuerdo con el puesto que ocupe.
	

	Artículo 46.- Nombramiento interino. 
En el plazo de tres años en que se realiza la Especialidad, la persona residente será nombrada en condición interina como médico residente en el Poder Judicial a plazo determinado y de manera condicionada a las obligaciones suscritas en el contrato. Durante ese periodo, la persona nombrada como médico residente será nombrada en calidad de “supernumeraria”, de manera que su servicio podrá disponerse de acuerdo con la necesidad institucional que tenga el Poder Judicial, lo cual abarca incluso sustituciones de otras personas servidoras.
	

	Artículo 47.- Obligación de comunicar el grado obtenido. Una vez obtenido el título que acredita que la persona es “Especialista en Medicina Legal”, y se encuentre incorporado al Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica como tal, deberá comunicarlo a la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana para que se proceda en los términos del artículo siguiente.
	

	Artículo 48.- Reasignación del cargo y revaloración del puesto a nombrar en propiedad. Una vez cumplida la Especialidad y la debida incorporación al Colegio citado en el artículo anterior, la persona interesada deberá comunicar a la Sección de Análisis de Puestos el cumplimiento de esos requisitos, para que la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial proceda con el estudio de reasignación o revaloración del puesto que fungía interinamente a la clase denominada “Médico Jefe de Unidad o Médico 1”, mismo que de ser otorgado, se ejercerá en propiedad. El nombramiento lo determinará la Jefatura del Departamento de Medicina Legal y el Director del Organismo de Investigación Judicial.
	

	Artículo 49.- Obligaciones del médico residente nombrado en propiedad. La persona que finaliza la Especialidad en Medicina Legal y es nombrada en propiedad en el Poder Judicial como Médico Jefe de Unidad o Médico 1, deberá ejercer sus labores en el lugar y horario que requiera el Departamento de Medicina Legal y la Dirección del Organismo de Investigación Judicial de acuerdo con la necesidad y el interés público. Para la sumatoria de los tres años mencionados se tomarán en cuenta únicamente los días laborados ejecutando labores relacionadas al puesto, excluyendo todo aquel periodo por licencias, permiso con o sin goce de salarios e incapacidades, excepto las vacaciones. Los tres años empezarán a contar a partir del día posterior a la fecha en que finalizó el posgrado. Las personas especialistas nombradas en propiedad deberán cumplir con todas las demás obligaciones establecidas en el contrato de adiestramiento correspondiente.
	

	Artículo 50.- Cumplimiento de las obligaciones. Además de las indicadas en este Reglamento y las obligaciones funcionariales propias del régimen de empleo del Poder Judicial, las personas nombradas como médicos residentes en calidad interina o propietaria de acuerdo con las anteriores disposiciones, están obligadas a cumplir las obligaciones suscritas en el contrato de adiestramiento firmado.
	

	Artículo 51.- Sanciones económicas por el incumplimiento. Las personas residentes que incurran en incumplimiento de sus obligaciones reglamentarias o contractuales deberán reintegrar a la Institución el monto equivalente al 10% de las sumas recibidas durante el tiempo que participó en el posgrado de Especialidad en Medicina Legal. Si el monto de lo adeudado no fuera devuelto en los tres días siguientes a la fecha en que se comunique el cobro, se trasladará la gestión al Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica para la ejecución correspondiente en la vía administrativa.
	

	Artículo 52.- Cese de relación anticipada. Si la persona beneficiaria renuncia o es despedida sin responsabilidad patronal mientras ocupa el puesto de Médico Jefe de Unidad o Médico 1, antes de que transcurrieran los 3 años señalados en los artículos 46 y 49 estará en la obligación de reintegrar al Poder Judicial la suma que resulte del periodo que laboró más el que estaba obligado a trabajar, conforme los términos señalados en el capítulo de incumplimiento de contrato y sanciones del presente Reglamento.
	

	Artículo 53.- De la vigencia. Este reglamento rige a partir de su publicación.
	

	Transitorio I.- Los contratos y obligaciones suscritas con los contratos de capacitación y formación profesional que al entrar en vigencia el presente reglamento se encuentren en ejecución, se regirán por la normativa vigente al momento de su suscripción, las renovaciones que ocurran con posterioridad a la entrada en vigencia del presente reglamento serán regidas por este.
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SE ACUERDA:  En referencia al acuerdo tomado la Corte Plena, en sesión n.° 19-2022, celebrada el 25 de abril de 2022, ARTÍCULO VIII, en donde se dispuso: “Se acordó: Tener por conocida la comunicación de la Dirección Jurídica, referente a la propuesta del proyecto de Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial, y previamente a resolver lo que corresponda, trasladarla a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que, en el plazo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de la comunicación de este acuerdo, remitan las observaciones que a bien tengan. Se declara acuerdo firme.”, en referencia al oficio n.° DJ-AJ-C-149-2022, del 18 de marzo de 2020, de la Licda. Silvia E. Calvo Solano, coordinadora a. i. Área Análisis Jurídico y el M. Sc. Rodrigo A. Campos Hidalgo, director jurídico a.i., Dirección Jurídica del Poder Judicial, el que contiene la propuesta del “Reglamento General de Capacitaciones en el Poder Judicial”, confeccionado por la Licda. Laura Quesada Soto y Licda. Linda Sánchez López, Técnicas Supernumerarias. Asimismo, de conformidad al plazo de 10 días más otorgados al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, mediante el acuerdo de la Corte Plena, sesión n.° 22-2022, del 16 de mayo de 2022, artículo XX,  se hace del conocimiento de la Corte Plena y de la Dirección Jurídica del Poder Judicial para su consideración, las observaciones y recomendaciones dadas en el seno del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, detalladas el cuadro anterior.   ACUERDO FIRME.”
-0-
Se levanta la presente sesión por Microsoft Teams, a las doce horas con cinco minutos.
Dra. Sandra Eugenia Zúñiga Morales
    

  Licda. Rebeca Guardia Morales
Presidente del Consejo Directivo, Escuela Judicial.             Directora a.í. de la Escuela Judicial.
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